<![endif]--> 
	


TRIBUNAL   SUPREMO   DE   JUSTICA.     SALA   DE   CASACIÓN   SOCIAL

Caracas a los tres (03) días del mes de septiembre del año 2004. Años 194° y 145°

En el juicio que por calificación de despido siguen las ciudadanas CARMEN PERALTA, CILIA VARGAS, LIRIA ARTEAGA y NACARIT FUENMAYOR, representadas judicialmente por el abogado Leotilio Escalona contra la UNIVERSIDAD PEDAGÓGICA EXPERIMENTAL LIBERTADOR INSTITUTO DE MEJORAMIENTO PROFESIONAL DEL MAGISTERIO, representada judicialmente por los abogados Carlos Campos y Eric Ruiz; el Juzgado Superior (accidental) en lo Civil, Mercantil, del Tránsito, del Trabajo y de Menores de la Circunscripción Judicial del Estado Yaracuy con sede en la ciudad de San Felipe, conociendo en apelación, dictó sentencia definitiva en fecha 14 de octubre del año 2003, mediante la cual declaró la reposición de la causa al estado de admitir nuevas pruebas, revocando así el fallo apelado que declaró con lugar la demanda.

 

Contra esa decisión de alzada, la parte accionante mediante escrito presentado oportunamente solicitó el control de la legalidad del fallo señalado, el cual fue admitido por esta Sala de Casación Social en fecha 29 de junio del año 2004, fijándose audiencia oral, pública y contradictoria para el día 2 de septiembre del año 2004 en sujeción a lo regulado por el artículo 173 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo.

 

Celebrada la audiencia oral y habiendo esta Sala pronunciado su decisión de manera inmediata, pasa a reproducir la misma en la oportunidad que ordena el artículo 174 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, en los siguientes términos:

 

SOBRE EL RECURSO DE CONTROL DE LA LEGALIDAD

 

Aduce el recurrente tanto en su escrito como en la audiencia oral y pública, la violación por parte de la recurrida de los artículos, 12, 15, 196 y 202 del Código de Procedimiento Civil y 122 de la Ley Orgánica del Trabajo. Igualmente alega, que en virtud de las infracciones anteriormente mencionadas existe la amenaza de violación de los artículos 26 y 257 de la Constitución Nacional. En este sentido, quien recurre expresa que la sentencia recurrida es imprecisa puesto que en lugar de decidir la presente controversia conforme a lo alegado y probado en autos, repuso la causa al estado de admitir nuevas pruebas, con fundamento en que las mismas eran insuficientes para dictar una decisión. Finalmente el recurrente señala, que reponer la causa al estado de admitir nuevas pruebas, atenta contra el principio de la preclusión de los actos procesales, a la vez que tiende a favorecer a la parte demandada que no probó en su debido momento lo que estaba obligado a probar.

 


Asimismo, alega el recurrente la violación por parte del sentenciador de alzada del artículo 68 de la Ley Orgánica de Tribunales y de Procedimiento del Trabajo, al no distribuir correctamente la carga probatoria.

 

En virtud de lo anterior, esta Sala de Casación Social estima conveniente transcribir los hechos establecidos por el sentenciador de la recurrida en su parte motiva, lo cual hace de la siguiente manera:

 

“Al introducir la solicitud de Calificación de Despido las reclamantes, no trajeron a los autos los elementos de la relación de trabajo que permitieran suponer siquiera la relación de trabajo con la que se suponía están estrechamente vinculadas a su pretensión de Calificación de Despido, Reenganche y Pago de los Salarios Caídos, salvo la ciudadana NACARIT FUENMAYOR que presentó, recibos que evidencian pagos por trabajos de mantenimiento (folios 96, 97, 98, 99, 100, 102, 103 y 104) y como Vigilante (folio 101) realizados a destajo al Instituto objeto de la demanda.  Tampoco las demandantes presentaron testificales que pudieran orientar el razonamiento de esta sentenciadora ni repreguntaron a los testigos promovidos por la querella, al respecto cabe destacar lo siguiente:

 

‘Sic... ‘Las Pruebas son los actos jurídicos procesales en que intervienen las partes y el Juez, en su pretensión de buscar las causas o explicaciones que conduzcan a esclarecer los hechos para proporcionar al juzgador una verdadera convicción sobre esos acontecimientos, permitiéndoles decidir, a través del raciocinio, el conflicto que se ha desarrollado en el proceso’.  Para continuar mas adelante Sic’ ... En el aspecto procesal, la prueba representa la confirmación de las aseveraciones de las partes en el juicio, se ratifican sus alegatos mediante la demostración real de los hechos, para que en base a esas pruebas, se provoque la sentencia como acto normal de terminación del proceso.  El objeto de la prueba causal o judicial es, en consecuencia, suministrar al Juez el conocimiento de un hecho para ser valorado, jurídicamente. PARILLI ANGULO, Oswaldo.  La Prueba y sus Medios Escritos. 2da. Edición Móvil-Libros. 1997. Pág. 12.

 

Al respecto cabe señalar lo conceptuado por Cabanellas con respecto a la Prueba Plena:

 

‘Sic ‘... es la que demuestra sin genero alguno de duda la verdad del hecho litigioso controvertido, instruyendo suficientemente al Juez para que pueda fallar, ya sea condenado o absolviendo’. CABANELLAS, Guillermo.  ‘Diccionario De Derecho Usual’. Tomo III, Pág. 285. Ediciones Araya, Buenos Aires, 1954.

 

Asimismo con las pruebas presentadas por el demandado, se demuestran pagos a las demandantes como trabajadoras a destajo.  De lo que se evidencia , de acuerdo a lo preceptuado por el Artículo 115 de la Ley Orgánica del Trabajo, que las demandantes eran trabajadoras a destajo.  Al respecto expresa este Artículo:

 

‘Artículo 115:
Son trabajadores eventuales u ocasionales los que realizan laboras en forma irregular, no continua ni ordinaria y cuya relación de trabajo termina al concluir la labor encomendada.’

 

Con respecto a las pruebas testificales esta Juzgadora esta conteste con la estimación de los testigos presentados por la accionada BELKIS OSORIO y OSWALDO KLEM, quienes en sus deposiciones aseveraron que las accionantes prestaban sus servicios en forma ocasional y siempre los sábados y domingos cuando había actividades académicas y las mismas no fueron contradichas en repreguntas, por  lo que se les da pleno valor.  De forma que se configura de esta apreciación, sin la plena convicción, de que las demandantes pudieran estar enmarcadas en lo expresamente en el Artículo 115 de la Ley Orgánica del Trabajo y así se establece.

 

El día 30/11/01 dicta auto el Tribunal de la causa mediante el cual ordena citar a las demandantes para que comparezcan ante el tribunal a fín de que absuelvan Posiciones Juradas que solicitara la querellada.  Dicha boleta solo fue firmada por dos de las accionantes, las ciudadanas CARMEN ALICIA PERALTA y NACARIT FUENMAYOR Sobre este punto esta sentenciadora considera, la importancia de que las mismas querellantes tuviesen la oportunidad de declarar sobre la misma naturaleza de su relación de trabajo con el oponente y arrojar mas luz para dar con una decisión que las acercara mas a sus pretensiones, sin embargo tal cosa no sucedió.”

De la transcripción precedentemente expuesta, se puede constatar que ciertamente, como lo señala el recurrente, el  sentenciador de alzada en lugar de decidir la causa con lo alegado y probado en autos -como es su obligación- repuso la causa al estado de admitir “nuevas” pruebas, al considerar que era necesario que las trabajadoras actores absolvieran las posiciones juradas promovidas por la parte demandada, debido a la importancia que tenía que las mismas tuviesen la oportunidad de declarar sobre la naturaleza de la relación de trabajo que las unió con el oponente.

 

Pues bien, esta Sala considera que con tal proceder el sentenciador de alzada, infringió no sólo los artículos 12, 15, 196 y 202 del Código de Procedimiento Civil, como así lo señala el recurrente, sino también los artículos 206 y 208 eiusdem por indebida reposición. Esta afirmación tiene su fundamento en la doctrina de este alto Tribunal la cual ha señalado que la reposición de la causa siempre debe perseguir la corrección de vicios cometidos en el desarrollo del proceso, no constatándose que en el presente caso se haya cometido algún vicio o error procesal que ameritara la reposición de la causa ordenada por el juez superior. Por tanto, el sentenciador de alzada, al ordenar indebidamente la reposición de la causa al estado de reabrir un lapso procesal vencido, vulneró los principios de celeridad, economía procesal y de igualdad de las partes, así como la garantía del debido proceso, causándole por consiguiente un estado de indefensión a la parte actora.

 

Por otro lado, esta Sala observa que la parte demandada, en ningún momento del proceso instó al tribunal de la causa para lograr la evacuación de la prueba por ella promovida (posiciones juradas), por el contrario, permitió el vencimiento del lapso probatorio sin revelarse contra la actitud omisa del juez a quo. Esta circunstancia pone de manifiesto que la parte promovente no fue diligente, sino que abandonó el destino de la prueba por él promovida, por lo que mal pudo el juez bajo los argumentos emitidos en su sentencia, reponer la causa al estado de admitir nuevas pruebas, contraviniendo con ello igualmente el artículo 11 del Código de Procedimiento Civil, que establece el llamado principio dispositivo según el cual el impulso del proceso le corresponde a las partes. Este principio dispositivo es reiterado a su vez en los artículos 213 y 214 del referido Código, en aplicación de los cuales la reposición de la causa sólo procede a instancia de parte, salvo que esté interesado el orden público, en cuyo caso el juez la ordenará de oficio en cualquier estado y grado del proceso.

Los razonamientos expuestos, permiten concluir entonces que el juez de la recurrida repuso indebidamente la causa al estado de que fuese fijada la oportunidad para admitir y luego evacuar una prueba cuyo lapso ya estaba vencido, convirtiéndose dicha reposición en un error mucho más grave por cuanto la misma no fue solicitada por la parte demandada promovente de la prueba, pues como es lógico tal solicitud no se podía hacer, puesto que en ningún momento del proceso, la parte promovente, como ya se dijo, instó al juez a quo para lograr la evacuación de la misma. Por ese motivo, la Sala señala que el sentenciador superior incurrió en el vicio de reposición mal decretada, con la infracción de los artículos 11, 212 y 213 del Código de Procedimiento Civil, creando por consiguiente un desequilibrio procesal entre las partes, por lo que igualmente infringió el artículo 15 del Código de Procedimiento Civil.

 

En consonancia con lo anterior esta Sala estima conveniente transcribir pasajes de la sentencia de fecha 27 de abril del año 2004 emanada de la Sala de Casación Civil de este alto Tribunal con respecto a la infracción de los artículos 196, 202, 206 y 208 del Código de Procedimiento Civil, y que efectivamente esta Sala comparte:

 

“La doctrina pacífica y reiterada de este Alto Tribunal ha sido tradicionalmente exigente en lo que respecta a la observancia de los trámites esenciales del procedimiento. El principio de legalidad de las formas procesales, salvo las situaciones de excepción previstas en la ley, caracterizan el procedimiento civil ordinario, es decir, no es relajable por las partes ni puede ser alterado por el juez, pues su estructura, secuencia y desarrollo está establecida en la ley.

 

Por esa razón, la Sala ha establecido de forma reiterada que “...no es potestativo de los tribunales subvertir las reglas legales con que el legislador ha revestido la tramitación de los juicios, pues su estricta observancia es materia íntimamente ligada al orden público...”. (Sentencia de fecha 19 de julio de 1999, caso: Antonio Yesares Pérez c/ Agropecuaria el Venao C.A.).

 

De igual forma, ha señalado la Sala que las normas en que está interesado el orden público son aquellas que exigen una observancia incondicional y no son derogables por disposición privada, y que “...la alteración de los trámites esenciales del procedimiento quebranta el concepto de orden público, cuya finalidad tiende a hacer triunfar el interés general de la sociedad y del estado sobre los intereses particulares del individuo, por lo que su violación acarrea la nulidad del fallo y de las actuaciones procesales viciadas, todo ello en pro del mantenimiento de la seguridad jurídica y de la igualdad entre las partes, que es el interés primario en todo juicio...”. (Sentencia de fecha 22 de octubre de 1999, caso: Ciudad Industrial La Yaguara c/ Banco Nacional de Descuento).

El derecho de defensa está indisolublemente ligado a las condiciones de modo, tiempo y espacio fijados en la ley para su ejercicio. Las formas procesales no son caprichosas, ni persiguen entorpecer el procedimiento en detrimento de las partes; por el contrario, una de sus finalidades es garantizar el ejercicio eficaz del referido derecho.

 

La Sala considera que la indefensión siempre debe ser imputable al juez, tal como ocurrió en el presente caso, cuando el juez superior ordenó indebidamente la reposición de la causa al estado de reabrir un lapso procesal vencido, con lo cual infringió el artículo 202 del Código de Procedimiento Civil, cuya norma establece que ‘los términos o lapsos procesales no podrán prorrogarse ni abrirse de nuevo después de cumplidos, sino en los casos expresamente determinados por la ley...’.

 

La reposición de la causa siempre debe perseguir la corrección de vicios cometidos en el desarrollo del proceso. Sin embargo en este caso, no fue cometido ningún error procesal y aún así fue declarada la reposición de oficio por la alzada. (Sentencia de fecha 27 de abril del año 2004 en el caso Indira C. Pérez contra Romeo Milani y otros con ponencia del Magistrado Franklin Arrieche).

 

En sintonía con la sentencia precedentemente transcrita y en virtud de las consideraciones ut supra señaladas, esta Sala considera que el juez de la recurrida, al decidir la reapertura de un acto procesal (admisión y evacuación de pruebas) que había vencido, violentó flagrantemente la garantía del debido proceso, el principio de igualdad de las partes y el principio de preclusión de los lapsos procesales, infringiendo en consecuencia, como ya se dijo, los artículos 11, 12, 15, 196, 202, 212 y 213 del Código de Procedimiento Civil  26, 49 y 257 de la Constitución Nacional, así como el artículo 122 de la Ley Orgánica del Trabajo. Así se decide.

 

En virtud de las consideraciones anteriores y al resultar infringidas por el sentenciador superior las disposiciones legales antes señaladas, se hace inoficioso conocer los demás alegatos expuestos por el recurrente, toda vez que tales violaciones conllevan a la declaratoria con lugar del presente recurso de control de la legalidad. En consecuencia, esta Sala de Casación Social en el dispositivo de la presente decisión decretará la nulidad del fallo recurrido con la consecuente reposición de la causa al estado de que el juez superior que resulte competente, dicte nueva sentencia, acatando la doctrina sentada en el presente fallo, resolviendo la controversia planteada con los alegatos y pruebas ya existentes en autos, no sin antes señalar que la distribución de la carga probatoria se realizará conforme a la legislación vigente en el primer grado de jurisdicción, vale decir, conforme al artículo 68 de la Ley Orgánica de Tribunales y de Procedimiento del Trabajo. Así se decide. 

 

DECISIÓN

 

En virtud de las razones antes expuestas, este Tribunal Supremo de Justicia, en Sala de Casación Social, administrando Justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, declara CON LUGAR el recurso de control de la legalidad intentado por la parte demandada, contra la sentencia dictada en fecha 14 de octubre del año 2003 por el Juzgado Superior (accidental) en lo Civil, Mercantil, del Tránsito, del Trabajo y de Menores de la Circunscripción Judicial del Estado Yaracuy con sede en la ciudad de San Felipe. En consecuencia, se ANULA la decisión recurrida y se ordena la REPOSICIÓN de la causa al estado procesal en que el Tribunal Superior que resulte competente  dicte nueva sentencia resolviendo el asunto planteado, sin incurrir en la infracción que dio lugar a la nulidad del fallo. 

 

Publíquese, regístrese y remítase el expediente al Tribunal Superior del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Yaracuy, con sede en San Felipe.

 

El Presidente de la Sala,

 

____________________________

OMAR ALFREDO MORA DÍAZ

 

El Vicepresidente,

 

________________________

JUAN RAFAEL PERDOMO












    Magistrado Ponente,

 

                                            _______________________________

                                       ALFONSO VALBUENA CORDERO

 

 

 

El Secretario Temporal,

 

_____________________________

JOSÉ E. RODRÍGUEZ NOGUERA
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